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Real Decreto 2/2021, de 12 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de 
desarrollo de la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas 

 
La modificación realizada por la Ley 22/2015, de 20 de julio, conlleva la obligación de adecuar el 
reglamento que desarrollaba el texto refundido de la ley de auditoría anterior a la legislación vigente, con 
el fin de dotar al cuerpo normativo que deben aplicar quienes ejercen la actividad de auditoría de cuentas 
de seguridad jurídica.  
 
En esta comunicación se hace un repaso general de los aspectos más novedosos y relevantes que se 
incluyen en el nuevo texto. Además, al final de este documento resumen se incluye la Disposición Final 
Segunda: Entrada en vigor que se completa con la Disposición Transitoria Sexta y Disposición Final 
Segunda. 
 
Para la elaboración del reglamento se han tenido en cuenta las siguientes consideraciones: 
 

- Solo se han incluido en los artículos de este reglamento aquellas previsiones que suponen desarrollo 
del contenido de los artículos de la Ley 22/2015, incorporando las modificaciones necesarias para 
adaptarse a las disposiciones contenidas en dicha ley y manteniendo, con carácter general, la 
regulación anterior en tanto no resultara contraria a dicha ley o no se considerara conveniente su 
modificación por así aconsejarlo la práctica.  
 
- Se han realizado ciertas modificaciones en algunos aspectos no modificados en la Ley 22/2015, que se 
han considerado necesarios por razones de mejora técnica aconsejadas por la práctica, así como otras 
para guardar coherencia y consistencia con la terminología y tratamiento empleados, en la Ley 
22/2015, de 20 de julio o en las normas de auditoría adaptadas para su aplicación en España 
(Resoluciones de ICAC de 15 de octubre de 2013 y 23 de diciembre de 2016).  

 

El Reglamento sigue la misma sistemática y ordenación de materias que la de la Ley 22/2015, si bien no se 
incluyen aquellos preceptos que no precisan de desarrollo reglamentario y está estructurado en un título 
preliminar y cinco títulos que se dividen en capítulos y secciones.  
 
 El título preliminar delimita el objeto y el ámbito de aplicación del reglamento:  
 

 Aclarando el ámbito de aplicación de la Ley 22/2015, esto es, la verificación por los auditores de las 
cuentas formuladas por entidades a las que su normativa aplicable exige la llevanza de contabilidad pero 
no establece un marco normativo de información financiera para su aplicación cuando se formulen dichas 
cuentas conforme a un marco que resulte aplicable, teniendo en cuenta la naturaleza de la entidad 
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auditada, así como, de la verificación por los auditores de las cuentas formuladas por entidades cuya 
normativa aplicable les exija la presentación de unas cuentas anuales auditadas, cuando se hayan 
preparado conforme a un marco normativo de información financiera que resulte de aplicación teniendo 
en cuenta la naturaleza de la entidad auditada. Y aclara la exclusión del ámbito de aplicación de la Ley 
22/2015, de los trabajos de revisión que no tienen tal naturaleza, sin que se produzcan novedades 
relevantes en relación con el marco actualmente vigente. 

  

  Se reduce de seis a dos meses el plazo que tienen las corporaciones de derecho público 
representativas de auditores de cuentas para atender el requerimiento efectuado por el ICAC para la 
elaboración o adaptación de una norma.  
 

  En el capítulo de «Definiciones» se ha incluido el desarrollo de algunas definiciones contenidas en la 
Ley 22/2015, manteniendo la definición de entidades de interés público (EIP) que se adoptó mediante el 
Real Decreto 877/2015, de 2 de octubre, aclarando que se considerarán EIP aquellas que coticen en el 
mercado regulado de cualquier Estado miembro y se encuentren sometidas al régimen de supervisión y 
control atribuido a la Comisión Nacional del Mercado de Valores. 
  

  Definición de familiares: se excluye del concepto de familiares al cónyuge separado cuando se haya 
producido la separación efectiva y se encuentre inscrita en el registro civil; y se precisa quiénes son los 
familiares con vínculos estrechos de la persona afectada por la causa de incompatibilidad, considerando 
como tales a quienes cumplan las condiciones de convivencia dentro del concepto de familiares definido 
por la citada Ley 22/2015. 
 

 Definición de red: se aclara que el acuerdo de cooperación puede adoptar forma escrita o no, y que 
este se podrá alcanzar mediante alguna de las circunstancias previstas en la Ley 22/2015. También se 
aclara que, en principio, no sería red la mera aceptación y la realización conjunta de una auditoría por 
parte de dos auditores si no concurren el resto de circunstancias.  

 

 El título I «De la auditoría de cuentas»: 
 

 Informe de auditoría (Art. 9): el artículo dedicado al informe de auditoría parte del contenido del 
informe incluido en la Ley 22/2015, recogiendo la descripción de la responsabilidad del órgano de 
administración de la entidad de la formulación de los estados financieros a auditar y del sistema de 
control interno de la entidad auditada, la descripción del objeto de la auditoría y del modo en que se 
desarrolla, así como la referencia al nombre, el domicilio y el número de ROAC del auditor o auditores 
principales responsables y de la sociedad de auditoría. Asimismo, en relación con la actuación del auditor 
respecto del informe de gestión, regulada en el artículo 5.1.f) de la Ley 22/2015, se precisa que cuando 
dicho informe de gestión acompañe a las cuentas anuales, tanto si es por obligación legal como de forma 
voluntaria, el auditor deberá actuar en todo caso de conformidad con lo dispuesto en dicho artículo; y se 
establece la excepción en la aplicación del artículo 5.1.f) mencionado para determinada información que 
acompaña al informe de gestión (Información no financiera), de acuerdo con la Ley 11/2018, de 28 de 
diciembre, en relación con la cual el auditor únicamente debe comprobar la existencia de tal información. 
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 Información sobre la no emisión del informe de auditoría (Art. 10): en relación con la obligación del 
auditor de informar en los casos en que se produzcan las circunstancias previstas que impidan la emisión 
del informe o determinen la renuncia al contrato, el escrito con las circunstancias concurrentes se 
remitirá a la entidad auditada en un plazo no superior a quince días naturales desde que el auditor de 
cuentas tuviese constancia de tal situación. De tratarse de auditoría obligatoria (se matiza que será 
obligatoria también cuando se produce el nombramiento por RM o Juzgado) dicho escrito también se 
remitirá, en el plazo de diez días hábiles, además de al ICAC y al Registro Mercantil, también al Juzgado en 
caso de que se hubiera producido el nombramiento judicial del auditor. De tratarse de auditoría 
voluntaria, si el nombramiento del auditor se ha inscrito en el Registro Mercantil (RM) se efectuará la 
comunicación únicamente a este de las causas de imposibilidad de emitir el correspondiente informe, ya 
que de presentarse las cuentas anuales a depósito sin el correspondiente informe de auditoría no sería 
admitido el depósito de dichas cuentas.  
 

 Contrato de auditoría (Art. 11): se precisa la posibilidad contemplada en el artículo 267 del TRLSC 
que permite al auditor solicitar que se garantice el pago de sus honorarios, para evitar situaciones en las 
que el auditor nombrado no tiene seguridad de su cobro para los supuestos de nombramiento de auditor 
por el Registrador Mercantil o por el órgano judicial correspondiente. Precisándose que dicha garantía 
deberá ser prestada por la entidad en el plazo de diez días naturales desde la notificación de su solicitud 
por el auditor y previéndose las consecuencias de que, en caso de que no se aporte dicha garantía, el 
auditor pueda renunciar al trabajo o a continuar con el contrato de auditoría. En relación con este 
nombramiento, se concede un plazo de diez días hábiles para la aceptación del contrato de auditoría.  
 

 Auditoría de las cuentas consolidadas (Art. 16). Se precisa la documentación que el auditor del 
grupo debe tener respecto a la revisión y evaluación del trabajo realizado por los auditores de las 
entidades que forman parte del conjunto consolidable. Y se incluye un nuevo artículo para establecer 
reglamentariamente el plazo y forma de la comunicación al ICAC de la imposibilidad de revisar el trabajo 
de otros auditores, mediante un escrito que detalle las circunstancias que impidan tal revisión. 
  

 Sobre la auditoría conjunta (Art. 19): se incorpora un único artículo que establece los principios 
rectores a seguir por los auditores cuando son nombrados conjuntamente para realizar una auditoría de 
cuentas anuales, señalando que, en caso de discrepancia, cada auditor presentará su opinión en un 
párrafo distinto del informe de auditoría y expondrá los motivos de la discrepancia; indica que los 
auditores nombrados no pueden pertenecer a la misma red. 
 

 Acceso al ejercicio de la actividad de auditoría de cuentas. ROAC (Art. 21): Dentro de la sección de 
personas físicas se elimina la situación voluntaria de «no ejerciente prestando servicios por cuenta 
ajena», manteniéndose únicamente la situación de «ejerciente» (auditores individuales y auditores 
designados para la firma de informes) y «no ejerciente», eliminándose la modalidad de «socio de 
sociedad de auditoría». 
 

 Se regula el proceso de inscripción de los auditores autorizados en otros Estados miembros o 
terceros países como ejercientes (Art. 24). 
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 Requisitos exigidos para obtener la autorización para el ejercicio de la actividad de auditoría de 
cuentas (Art. 27 y 28). Destaca, como novedad, la posibilidad de que los cursos de formación teórica se 
organicen por los centros de formación superior acreditados por la Agencia Nacional de Evaluación de la 
Calidad y Acreditación u organismo equivalente del ámbito autonómico y reconocidos por el ICAC; y se 
permite incrementar el tiempo de formación práctica que puede realizarse antes de la terminación del 
programa de enseñanza teórica, computándose la formación práctica en años y no en horas.  
 

 Título II «Del ejercicio de la actividad de auditoría de cuentas»: 

 «Formación continuada» (Art. 33 y 35). Se establece la forma y condiciones en que ha de tenerse 
por cumplido el requisito de formación continuada mínima, en número de horas, que deben seguir y 
acreditar los auditores de cuentas inscritos en situación de ejercientes y de no ejercientes que se 
encuentren colaborando activamente con un auditor de cuentas, mediante la realización de una serie de 
actividades.  

Asimismo, se establecen los centros que pueden organizar e impartir dichas actividades de formación, 
facilitando la entrada a nuevos centros (los mismos tipos de centros que para la formación teórica),  
definiéndose las agrupaciones de sociedades y los grupos de auditores, su acreditación y justificación y la 
remisión de información anual a este respecto al ICAC.  
 

 «De independencia»:  
 

o  En la sección 1.ª «Principio general de independencia» (Art. 37 y ss.), se concretan y aclaran 
determinados aspectos establecidos en la Ley 22/2015, relativos al principio general de 
independencia y al conflicto de intereses que deben evitarse por el personal que participa en el 
trabajo de auditoría; destacando como novedades las precisiones en relación con la prohibición de 
participar en la gestión o toma de decisiones en la entidad auditada;  
  
o  En la sección 2ª «Incompatibilidades» (Art. 43 y ss.), se concretan determinados aspectos de las 
causas de incompatibilidad establecidas en la Ley 22/2015, por razones de seguridad jurídica, a fin 
de facilitar una mejor comprensión y aplicación práctica de dichas circunstancias por parte de los 
auditores de cuentas. Con respecto al régimen anterior, conviene destacar que se aclaran y precisan 
determinadas circunstancias derivadas de situaciones personales no permitidas incorporadas en la 
Ley 22/2015, tales como la tenencia de interés significativo directo (contemplándose como tales 
determinadas relaciones empresariales, préstamos, garantías e intercambio de personal clave, de 
valor significativo), la posesión de instrumentos financieros y la realización de operaciones con estos 
instrumentos, aclarando cuándo tienen carácter significativo y la percepción o solicitud de 
obsequios y favores. Asimismo, se aclaran determinadas causas de incompatibilidad derivadas de 
servicios prestados como consecuencia de los cambios de la LAC 2015.  

 
En la tercera subsección se concreta cuándo se va a considerar que una situación o un servicio 
tienen incidencia significativa de modo que afecte a la independencia del auditor. Para lo cual se 
precisa que será así cuando concurra alguna de las dos circunstancias que se fijan como referencia: 
superar la cifra de importancia relativa fijada por el auditor en la realización del trabajo concreto, y 
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otra nueva, que se añade respecto al reglamento que se deroga, por superar uno de los parámetros 
(el más representativo), referidos a cifras relacionadas con la dimensión de la entidad auditada. 

 

o En la sección 3ª En relación con las «Particularidades de las normas de extensión» (Art. 53 y ss.), 
se han incorporado excepciones o requisitos más restrictivos en función del grado de participación 
en el trabajo de auditoría, de la naturaleza de la relación con la entidad auditada, del grado de 
familiaridad y de la relevancia de los instrumentos financieros que se posean o de las operaciones 
que se realizan. Cabe destacar como modificaciones con respecto al régimen anterior las 
precisiones incorporadas con el fin de delimitar y precisar: 

- Las incompatibilidades derivadas de instrumentos financieros;  

-  Cuándo una entidad vinculada a la entidad auditada va a considerarse que tiene un carácter 
significativo; 

- En relación con las personas o entidades relacionadas directamente con el auditor de 
cuentas, las personas que participan o tienen capacidad para influir en el resultado final del 
trabajo de auditoría o responsabilidad de supervisión o gestión del trabajo; las personas con 
quienes se entienden vinculados los auditores de cuentas responsables del informe de 
auditoría; las personas que intervienen en las actividades de auditoría, incluyendo en este 
último grupo a quien tiene atribuidas y desempeña la función de seguimiento del sistema de 
control interno del auditor. 
–   Cuándo las relaciones con posibles efectos o influencia en el resultado del trabajo por 
razón de la estructura y dimensión de la sociedad de auditoría o su red implican una situación 
de incompatibilidad. 
–  Las personas de la red a la que pertenece el auditor, que le pueden generar situaciones de 
incompatibilidad. 
– Y determinados aspectos relacionados con la eliminación de instrumentos financieros 
sobrevenidos con posterioridad a la aceptación del trabajo a realizar, así como con respecto a 
la realización de operaciones con dichos instrumentos en dicho periodo. 

o  En la sección 4 ª sobre «Contratación y prórroga» (Art. 60 y ss.), en relación con las prohibiciones 
posteriores a la realización del trabajo de auditoría de cuentas se concretan, como novedad, 
determinados aspectos a fin de asegurar su efectiva aplicación, aclarando qué se entiende por 
interés financiero significativo directo o indirecto, quiénes tienen a estos efectos responsabilidad de 
supervisión o gestión en la realización del trabajo, y cuándo existen influencias recíprocas entre 
quien cesa y el auditor firmante. 

o  En la sección 5ª sobre «Honorarios» (Art. 62 y ss.), se establece, como novedad, que los 
honorarios deban fijarse en función del esfuerzo de auditoría estimado para la realización del 
trabajo. Y se establece que dichos honorarios no podrán modificarse en el ejercicio o sucesivos, 
salvo que se modifiquen las condiciones que sirvieron de base para su realización, y así se justifique.  

Se detallan las reglas de cómputo para determinar la existencia de dependencia financiera por 
alcanzar un determinado nivel de concentración en una entidad en relación con el total de los 
ingresos. Se introducen precisiones para su aplicación en caso de auditores de nuevo acceso y 
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determinadas medidas para evitar el llamado efecto «cascada» como consecuencia de que 
concurran determinadas circunstancias ajenas al auditor.  

 

 «Garantía financiera» (capítulo III) (Art. 65), se actualiza el importe de la garantía financiera para el 
primer año de actividad, que tendrá carácter de mínima en los sucesivos, en 500.000 euros. La cuantía 
mínima entrará en vigor el 1 de julio de 2021.  

 

 «Organización interna» (capítulo IV) (Art. 66 y ss.). Como consecuencia del cambio incorporado en 
los Art. 28 y 29 de la Ley 22/2015, que impuso requerimientos adicionales a los que ya existían en la 
norma de control de calidad interno, se requiere que estos requerimientos sean desarrollados y 
precisados para una mayor seguridad jurídica. En este capítulo se determinan los principios básicos, 
políticas, y criterios que todo auditor de cuentas debe establecer para garantizar que su actividad se 
desarrolla de conformidad con la normativa de aplicación, respetando en todo caso la autonomía en la 
organización empresarial del auditor para elegir los concretos procedimientos a aplicar por el auditor, que 
serán los que a su criterio sean proporcionados y adecuados a su estructura y dimensión.  Asimismo, se 
regulan las condiciones que debe tener el sistema de control de calidad interno que los auditores deben 
implantar, para lo cual deben basarse en la norma de control de calidad interno, respecto a la cual se 
incorporan los requisitos adicionales para dar cumplimiento a ciertas exigencias recogidas en la Ley 
22/2015. El Reglamento establece que, mediante resolución del ICAC, se podrán desarrollar los criterios, 
políticas y procedimientos a los que debe ajustarse la organización interna.  
 
Respecto a las normas anteriores, se establece que seguirán los principios de adecuación y 
proporcionalidad a la dimensión del auditor de cuentas y a la complejidad de los trabajos a realizar, 
pudiendo ser las políticas de comunicación y documentación más simplificadas y menos formales. 
 
Por último, en este capítulo se detallan determinados aspectos de la organización de cada trabajo de 
auditoría, entre otros, los relacionados con el contenido mínimo de la documentación de cada trabajo y 
las políticas y procedimientos adecuados para generar, en caso de modificación necesaria del archivo 
compilado, un archivo complementario en el que se documente quién realiza el cambio, la fecha y los 
motivos de dicho cambio. Se establece asimismo que la documentación deberá compilarse en formato 
electrónico, con las debidas medidas de seguridad que garanticen su autenticidad. 
 
Es importante destacar que lo dispuesto en este capítulo IV entrará en vigor el 1 de julio de 2022 y será 
aplicable a los trabajos de auditoría sobre cuentas anuales correspondientes a ejercicios económicos 
cerrados con posterioridad a dicha fecha. 
 

 «Deberes de custodia y secreto» (capítulo V) (Art. 72 y ss.). Se establece que los auditores de 
cuentas deberán adoptar las medidas necesarias para la protección de la documentación y de los 
archivos, disponiendo de sistemas informáticos con controles adecuados para reducir las posibilidades de 
deterioro o pérdida de la información, así como garantizar que no se producen accesos no autorizados. En 
concreto el apartado 2 del artículo 72 que establece esta obligación entrará en vigor el 1 de julio de 2022 
(al igual que el capítulo IV del título II sobre Organización interna). 
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 El capítulo VI del título II «De la auditoría de las entidades de interés público» (Art. 75 y ss.). En 
relación con el informe adicional a la Comisión de Auditoría se aclara que únicamente es obligatorio para 
los trabajos de auditoría sobre cuentas anuales; se precisan determinados aspectos del contenido del 
informe de transparencia, en relación con el detalle a proporcionar de servicios y honorarios; y en 
relación con el informe que en su caso deben remitir a las autoridades nacionales supervisoras, se 
concreta el plazo máximo para su remisión (tres día hábiles desde la recepción de su solicitud).  
En relación con «Independencia», se imponen requisitos más restrictivos, principalmente referidos al 
carácter significativo de las causas de incompatibilidad y se recogen las obligaciones y actuaciones que 
con el carácter de mínimo deben realizar los auditores de cuentas de las EIP en relación con la Comisión 
de Auditoría de cada una de estas entidades, de modo que pueda dar cumplimiento a lo establecido en el 
Reglamento (UE) nº 537/2014 y el artículo 529 quaterdecies del TRLSC.  
 
Por otra parte, en relación con la contratación, se recogen las actuaciones a seguir por el auditor de 
cuentas de EIP cuando participe en un proceso de selección de nombramiento de auditor que se regula 
en el artículo 16 del Reglamento (UE) n.º 537/2014, de 16 de abril; se precisa diferente casuística relativa 
al proceso de contratación y plazos de prórroga en auditorías conjuntas; y se fija el plazo de quince días 
hábiles para la comunicación a la autoridad nacional supervisora en caso de rescisión o revocación del 
nombramiento de auditor.  
 
En relación con la «Organización interna y del trabajo en relación con auditorías de EIP», se desarrolla 
reglamentariamente la previsión contenida a estos efectos en el artículo 45 de la LAC 2015, estableciendo 
los recursos y condiciones con los que como mínimo deben contar los auditores de cuentas de EIP en su 
estructura organizativa. En este artículo 87 se indica que “En el caso de actuación conjunta de auditoría, 
se exigirá antes de la aceptación del trabajo el cumplimiento de estos requisitos, al menos, a uno de los 
auditores designados conjuntamente”. 

 

 Título III «Supervisión Pública»: 

 En relación con la obligación periódica en el mes de octubre (Art. 89) de cada año de rendición de 
información por parte de los auditores de cuentas al ICAC, además de la información recogida en la LAC 
2015, se solicita determinada información para que el ICAC pueda verificar el cumplimiento de las 
limitaciones respecto a los honorarios establecidas en la LAC 2015 y en el Reglamento (UE) n.º 537/2014, 
sobre los requisitos específicos para la auditoría legal de las EIP, así como otra información necesaria para 
el adecuado ejercicio de su función supervisora.  

Asimismo, se solicita a los auditores de cuentas de EIP la remisión de información relativa al importe de 
los honorarios de actividad de auditoría de cuentas en el mes de febrero de cada ejercicio.  

Finalmente, para que el citado Instituto pueda preparar los informes de evolución del mercado de 
auditoría a que se refieren la LAC 2015, se le habilita para que mediante resolución determine la 
información a solicitar a auditores de EIP, así como su plazo de remisión.  

 En relación con las Actuaciones de control (Art. 90 y ss.): 
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o Se definen las actuaciones de control, incluyéndose en estas no solo a las investigaciones e inspecciones 
sino también a las actuaciones de comprobación, y se abandonan definitivamente los términos control de 
calidad y control técnico, que se sustituyen por inspecciones e investigaciones, respectivamente.  

o Se determina la finalidad de estas actuaciones, así como su naturaleza, el alcance de estas actividades 
de control y diferentes aspectos de su realización y se define el plan de actuaciones de control 
atendiendo al principio de transparencia y teniendo en cuenta criterios de riesgo para la selección de las 
inspecciones e investigaciones.  

o Se regula el contenido del informe de inspección y el régimen de su publicidad para el caso de auditores 
de EIP. 
 

 Sobre el «Régimen de supervisión Pública» (Art. 115) aplicable a auditores, sociedades y demás 
entidades de auditoría autorizados en Estados miembros de la UE y terceros países, las modificaciones 
que se incorporan en relación con el régimen vigente consisten en prever que el intercambio de 
información ya no se produce únicamente entre las distintas autoridades competentes, sino también con 
las autoridades europeas de supervisión. 
 

 El título IV «Régimen de infracciones y sanciones» (Art. 116 y ss.): 
 

 Procedimiento sancionador. Se suprime la comunicación al denunciante, que no tendrá la condición 
de interesado, de la incoación del procedimiento sancionador. Respecto al plazo de caducidad del 
procedimiento sancionador y, en relación con los supuestos de ampliación de dicho plazo, se prevé la 
comunicación a los interesados de la iniciación y finalización del efecto suspensivo de las actuaciones 
contempladas en el artículo 22 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 
 
En relación con el acuerdo de incoación se incorpora como novedad la posibilidad excepcional, cuando en 
el momento de dictar el acuerdo de incoación no existan elementos suficientes para la calificación inicial 
de los hechos que lo motivan, de que la determinación de la citada calificación y de las sanciones que 
pudieran corresponder, se realizará mediante un Pliego de cargos en el plazo máximo de un mes desde la 
fecha del acuerdo de incoación, que se notificará a los interesados. Por último, se concreta el plazo de 
quince días hábiles para presentar alegaciones al Acuerdo de Incoación y a la Propuesta de Resolución, se 
concreta además que en el caso de que se emita Pliego de cargos, el plazo para las alegaciones contará 
desde la remisión de dicho Pliego. 
 
Se regula que en el caso de que concurran las circunstancias previstas en el artículo 89.1 de la 
mencionada ley 39/2015 y el instructor resolviera la finalización del procedimiento con archivo de las 
actuaciones, se notificará igualmente a los interesados a efectos de la presentación de alegaciones, 
recogiéndose la posibilidad de que el Presidente del ICAC revise dicha Resolución y, en su caso, emita una 
nueva. 
 

 Infracciones y sanciones (Art. 125 y ss.), incorpora elementos que permiten precisar o especificar las 
conductas que integran tipos infractores. Como novedades, se indica que en relación con la infracción 
derivada de la negativa o resistencia a la actuación de control o de disciplina, se incluyen aquellas 
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actuaciones que, por acción u omisión, se dirijan a obstaculizar de forma reiterada la efectividad de las 
notificaciones realizadas por el ICAC en el ejercicio de sus competencias de control o disciplina. 
 
Se desarrollan las circunstancias en las que se considera que el informe adicional para la CA tiene un 
contenido sustancialmente incorrecto o incompleto “cuando la información incorrecta o incompleta 
impida su comprensión o el adecuado ejercicio de las funciones por parte de la Comisión de Auditoría”. 
Asimismo, se desarrollan las circunstancias en las que se considera que la información remitida al ICAC es 
sustancialmente incorrecta o incompleta “cuando esta impida el adecuado ejercicio de las competencias 
de supervisión”, así como las circunstancias en las que se considera que el informe de transparencia 
presenta un contenido sustancialmente incorrecto o incompleto, “cuando la información incorrecta u 
omitida pudiera impedir la adecuada comprensión de la situación del auditor”. 
 
Se aclara que se entiende cometida la infracción derivada del incumplimiento de las normas de 
auditoría en relación con un informe de auditoría cuando se haya incumplido lo establecido en la LAC 
2015, respecto a la exigencia de tener recursos suficientes y apropiados para poder aceptar y realizar el 
trabajo de auditoría que sean adecuados con la complejidad de las labores de auditoría a realizar según la 
dimensión y naturaleza de la entidad a auditar y siempre que concurriera el segundo elemento del tipo 
infractor, esto es, que se pudiera producir un efecto significativo en un trabajo de auditoría y, por 
consiguiente, en su informe. 
 
Respecto a la infracción derivada del incumplimiento de la obligación de comunicación a las 
autoridades supervisoras de la entidad auditada de determinadas circunstancias en relación con dicha 
entidad de las que el auditor haya tenido conocimiento durante la realización de la auditoría, se reduce el 
plazo de dicha comunicación a tres días hábiles. 
 
En cuanto a las sanciones, respecto a los criterios de graduación, se establece la clasificación en los tres 
grados en los que deben dividirse las sanciones a imponer recogiendo el caso de la sanción por 
infracciones muy graves cometidas por una sociedad de auditoría, que no estaba previsto en la redacción 
hasta ahora vigente, para completar la casuística, además de concretarse el carácter de atenuante o 
agravante de los criterios de graduación de sanciones previstos en la Ley 22/2015, de 20 de julio. 
 
Se aclara que la sanción adicional de prohibición de realización de la auditoría de cuentas de la entidad 
auditada en los tres ejercicios siguientes a que la sanción adquiera firmeza en vía administrativa, en caso 
de la imposición de sanciones por infracciones graves o muy graves relacionadas con un trabajo de 
auditoría, se entiende aplicable no solo a la auditoría de las cuentas anuales sino a la auditoría de otros 
estados financieros o documentos contables. 

 

 Título V «De las corporaciones de derecho público representativas de auditores de cuentas» (Art. 139 
y ss.) No se recogen cambios relevantes. 

 Disposiciones adicionales primera a quinta del reglamento. Estas disposiciones no han tenido cambios 
significativos 
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 Las disposiciones adicionales sexta y séptima dan continuidad a las labores que el ICAC viene 
desarrollando en el establecimiento de criterios uniformes de interpretación de la normativa de 
información financiera aplicable y de la normativa reguladora de la actividad de auditoría de cuentas. 
Mantienen y actualizan la competencia de la edición, publicación y distribución del Boletín Oficial del 
ICAC. 
 
 La disposición adicional octava mantiene la exención de disponer de Comisión de Auditoría dirigida a 
las instituciones de inversión colectiva y fondos de pensiones, que ya fue incorporada mediante el Real 
Decreto 877/2015. 
 
 La disposición adicional novena, es una nueva disposición que tiene por objeto concretar una situación 
que da lugar a la obligación de comunicación entre la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia (CNMC) y el ICAC, cuando tuviera conocimiento de la existencia de cláusulas contractuales o 
estatutarias que pudieran restringir o limitar el nombramiento del auditor. 
 
 La disposición adicional décima recoge la colaboración entre el ICAC y la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública para la aplicación de lo establecido en la normativa reguladora de la 
actividad de auditoría de cuentas, y la normativa mercantil, en relación con el nombramiento del auditor 
de cuentas y fijación de sus honorarios. También se le da habilitación normativa a la encomienda de 
gestión para la tramitación de los expedientes sancionadores por el incumplimiento de la obligación de 
depósito de cuentas. 
 
 La disposición adicional undécima precisa la regulación del régimen sancionador aplicable al 
incumplimiento de la obligación de depositar las cuentas en el Registro Mercantil. Se precisa el plazo para 
la tramitación del procedimiento sancionador y los criterios para la imposición de las sanciones por el 
incumplimiento de la obligación de depósito de cuentas. 
 
 Las seis disposiciones transitorias pretenden facilitar la aplicación de la  nueva regulación, 
especialmente en relación con los regímenes anteriores y con los nuevos requerimientos.  
 
Entre estas seis disposiciones transitorias, cabe destacar la sexta relativa a “Modalidades de auditoría de 
cuentas, independencia y auditoría de las entidades de interés público”. En esta disposición se indica que 
“lo establecido en el capítulo I del título I y en los capítulos II y VI del título II, que modifiquen el régimen 
anterior a la aprobación del reglamento, será aplicable para los trabajos de auditoría de cuentas anuales y 
otros estados financieros o documentos contables correspondientes a ejercicios económicos que se 
cierren con posterioridad a la entrada en vigor del real decreto por el que se aprueba este reglamento.” 
 
 Por último, se incluyen tres disposiciones finales referidas al plazo para aceptar el nombramiento del 
auditor por el Registro mercantil, el plazo para la modificación de las normas de control de calidad de los 
auditores de cuentas a lo establecido en el Art. 28 de la LAC y Art. 67 del RLAC a iniciativa de la 
Corporaciones de auditores (tres meses desde la entrada en vigor de este reglamento) y la determinación 
de las corporaciones representativas de auditores de cuentas (REA-CGEE e ICJCE). 

 Entrada en vigor Disposición final segunda del Real Decreto 2/2021. Entrada en vigor. 
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1. Este real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado». (1 de febrero) 
 
2.   Lo dispuesto en los artículos 62 y 63.2 sobre honorarios será aplicable a los nuevos contratos que se 

firmen o se prorroguen a partir de la fecha de entrada en vigor del real decreto por el que se aprueba 
este reglamento. 

 
3.  Lo dispuesto en el capítulo IV del título II (Organización interna), en el artículo 72.2 (Sistemas 

informáticos para la salvaguarda y conservación de la documentación, información, archivos y registros) 
y en el artículo 87 (Estructura organizativa)del reglamento entrará en vigor el 1 de julio de 2022 y será 
aplicable a los trabajos de auditoría sobre cuentas anuales correspondientes a ejercicios económicos 
cerrados con posterioridad a dicha fecha. 

 

4. Lo dispuesto en el artículo 65 del reglamento, respecto a la cuantía mínima de la garantía financiera, 
entrará en vigor el 1 de julio de 2021. 
 
 
Esperamos que esta información sea de utilidad y, como siempre, quedamos a vuestra disposición para 
cualquier aclaración que podáis necesitar.  
 
Un cordial saludo,  

 
Departamento Técnico y  
Comité de Normas y Procedimientos (CNyP)  
REA Auditores del CGEE 
 
 


